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En medio de un clima de amenazas la Procuraduría de los Derechos 
Humanos guatemalteca publica su primer informe sobre el mayor 
archivo sobre la represión en América Latina
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Confl icto en tierras indígenas. Las comunidades indígenas de la región de Bocas del 
Toro denunciaron la actuación represiva de las fuerzas policiales desde que el pasado 22 
de marzo se manifestaran en ocasión del Día Mundial del Agua. Luego de que sus diri-
gentes participaran en una reunión con la gobernadora Esther Mena de Chiu, sin ningún 
resultado, la policía llegó a sus comunidades para destruir casas en un área en litigio con 
la empresa Ganadera Bocas. Hace semanas la Defensoría Pública divulgó un informe 
reconociendo la violación de los derechos humanos en la construcción de un proyecto 
hidroeléctrico promovido por la AES Panamá. Además los dirigentes pedirán al Banco 
Mundial que realice un análisis de los impactos que tendría el Programa Nacional de 
Administración de Tierras sobre la provincia. Los indígenas llevan denunciando abusos 
de autoridad y de la fuerza desde 2005.    

Aumenta delincuencia y violencia. Diversas medidas están tomando las autori-
dades de ambos países ante el aumento de delitos relacionados con el crimen organi-
zado como homicidios, secuestros y extorsiones. En los dos países coincidió, además, 
el asesinato de sendos periodistas, Rafael Munguía, de Radio Cadena Voces en San 
Pedro Sula y Rolando Sántiz, periodista de nota roja de Telecentro, en Ciudad de 
Guatemala. En Honduras se alcanza un promedio de 12 homicidios al día, por lo que 
el gobierno reforzará medidas como control de teléfonos celulares, cuyas compañías 
deberán registrar las llamadas para ayudar a la policía en los casos de secuestro, con-
trolará la circulación de vehículos, supervisará la tenencia de armas y pagará recom-
pensas a informantes. Mientras en Guatemala, los asesinatos de buseros continúan 
a diario, según el Presidente, Álvaro Colom, porque se está presionando al crimen 
organizado desde el Estado. Por su parte la Comisión Internacional contra la Impuni-
dad en Guatemala hizo pública la lista de la banda que habría perpetrado la masacre 
de quince nicaragüenses y un holandés dentro de un autobús el pasado mes de no-
viembre, de los que ya se habrían entregado dos. Entre los que están prófugos figura 
un ex policía. Además la Asamblea Legislativa de Guatemala acaba de aprobar la Ley 
sobre control de armas que limita la tenencia a tres armas, prohíbe la de armas largas 
y reduce el número de municiones a adquirir a lo largo del año, aunque mantiene el 
permiso de tenencia a altos funcionarios sin necesidad de licencia, y mantiene tam-
bién la Dirección General de Armas y Municiones dentro de la institución militar, 
aunque con planes de pasarla a Gobernación Civil.    

GUATEMALA/HONDURAS

Visita sin resultados. Joe Biden, vicepresidente de los EEUU, fue recibido en San 
José, Costa Rica, con cierto fraccionamiento del bloque centroamericano y sin lle-
var planes concretos para paliar los temas que preocupan a la región. El presiden-
te costarricense, Oscar Arias  se mostró organizador del cónclave, iniciativa que no 
gustó a los mandatarios de Nicaragua y Honduras que lo vieron como un liderazgo 
sin consulta. Al encuentro, de hecho, no asistieron los presidentes de estas dos últi-
mas naciones: en representación de Nicaragua fue el vicecanciller, Manuel Coronel, 
y por Honduras acudió el vicepresidente, Arístides Mejía. El resto de mandatarios sí 
acudieron al encuentro. La cita estuvo destinada a hacer consultas para la próxima 
Cumbre de las Américas, y por ello los mandatarios demandaron información sobre 
temas como la reforma migratoria, el aumento de deportados, el repunte de la violen-
cia o las medidas de prevención contra la crisis económica. Por su parte Biden sólo 
pidió paciencia y anunció que los fondos para la Iniciativa Mérida que lucha contra 
el narcotráfico subirán de US $65 millones a US $100 millones. También presentó 
un plan no concretizado para capitalizar el Banco Interamericano de Desarrollo y el 
Banco Centroamericano de Integración Económica.       
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A NUESTROS ESTIMADOS LECTORES
Queremos informarles que por motivo del receso de la “Semana Mayor”, 

nuestra próxima edición de Inforpress Centroamericana se estará publi-
cando el 17 de abril del presente año. 
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Entre el crimen organizado y la violencia política
El gobierno se apresta a anunciar el Acuerdo Nacional para el Avance de la Seguri-
dad y la Justicia, alcanzado con diversos sectores hace algunas semanas. Al mismo 
tiempo, la nueva Ley de Armas y Municiones fue aprobada. Ambos marcos políticos 
y legales ocurren en un escenario marcado por los sucesos de violencia común que 
impactaron la ciudad capital, la semana pasada. Y si bien, cuantitativamente no 
variaron la tendencia que se ha mostrado en otras ocasiones, cualitativamente ge-
neraron una especie de psicosis colectiva que fue acompañada por intensos rumores 
de implantación de un Estado de Excepción, e incluso de más de alguna intentona 
golpista. Esto último rea& rmó lo que el gobierno ha venido asegurando desde hace 
algunas semanas, sobre la existencia de un plan desestabilizador.

Inseguridad ciudadana está orillando a un escenario de inestabilidad política

POR LUIS SOLANO

G U AT E M A L A

Desde que se dio paso a los gobiernos ci-
viles a partir de 1986, éstos han tenido 

en la seguridad su Talón de Aquiles. La cre-
ciente inseguridad y los niveles de descom-
posición que ha alcanzado el crimen, son en 
buena parte los factores que, de acuerdo con 
la Fundación Myrna Mack, han confi gurado 
“un perfi l de violencia y criminalidad que ha 
conducido casi al colapso al conjunto de ins-
tituciones de seguridad, y se ha constituido 
en una fuente constante de inestabilidad po-
lítica para el Gobierno Central, en particular 
para las autoridades del sector en cuestión”.

Ante ese escenario, hace dos semanas, 
representantes de las iglesias Católica y 
Evangélica, de la Procuraduría de Derechos 
Humanos, de la Universidad de San Car-
los de Guatemala y el presidente Álvaro 
Colom y su equipo encargado del tema, al 
igual que el Consejo Asesor de Seguridad 
(CAS) lograron consensos para el esta-
blecimiento del Acuerdo Nacional para el 
Avance de la Seguridad y la Justicia.

Este Acuerdo se dará a conocer el 15 del 
presente por Colom,  e incluye los siguientes 
ejes: Políticas de institucionalidad para la se-
guridad; Reforma policial; Sistema Peniten-
ciario; Políticas de institucionalidad para la 
investigación criminal y contra la impunidad; 
Administración de justicia; Legislación para 
seguridad y justicia; Control de armas; Em-
presas y servicios suplementarios de seguri-
dad; y Comunicación y participación social. 

Por lo informado hasta ahora, el Acuerdo 
se centra en reformas de carácter institucional, 
sin detenerse en la situación coyuntural, aun-
que allana el camino para que en el mediano y 
largo plazo el crimen organizado, la corrupción 
e impunidad sean controlados y se recuperen 
las instituciones de seguridad y justicia.

De acuerdo con la prensa local, el Acuer-
do recoge algunas medidas solicitadas por la 
Comisión Internacional contra la Impunidad 
en Guatemala (CICIG), “como echar a fun-
cionar un Instituto de Estudios Estratégicos 
en seguridad, un programa de protección a 
los operadores de justicia y defensores de 
los derechos humanos, fortalecer el de pro-
tección de testigos, adecuar las cárceles para 
que puedan acoger juicios en casos de alto 

impacto, crear áreas de máxima seguridad, 
y someter a los investigadores a exámenes 
de confi abilidad y probidad.” (elPeriódi-
co, 31/3/09). Según ese medio de prensa, 
“El pacto inviste a la CICIG con la tarea del 
‘acompañamiento técnico’. El acuerdo será 
políticamente vinculante.”

Finalmente, entre otras propuestas no 
menos importantes, se propone el traslado 
del control y registro de las armas al Minis-
terio de Gobernación o a una nueva cartera 
que sería el Ministerio de Seguridad Públi-
ca. La propuesta surge cuando esta sema-
na quedaría fi nalmente aprobada la Ley 
de Armas y Municiones la cual, entre otras 
cosas, establece que el control en la porta-
ción y tenencia de éstas, continuará a cargo 
del Ministerio de la Defensa, a través de lo 
que será la Dirección General para el Con-
trol de Armas y Municiones (DIGECAM), 
que sustituirá al Departamento de Armas 
y Municiones (DECAM). El traslado de la 
DIGECAM al Ministerio de Gobernación 
será en un plazo de dos años, según lo esta-
blecido, pero condicionado a que se den las 
condiciones de seguridad necesarias.

Oscuros intereses marcan coyuntura 
Esos marcos políticos y legales si bien no 

resuelven la situación inmediata de psico-
sis colectiva y auge del crimen, parecieran 
ser al fi nal parte de la lógica de la creciente 
violencia común y política. En la línea de lo 
expuesto a Inforpress por el analista Héc-
tor Rosada (Inforpress 1793) y en el con-
texto de las denuncias del gobierno sobre 
la existencia de un plan desestabilizador, 
la coyuntura de violencia está marcada por 
varios factores en el que el avance de las in-
vestigaciones de casos y los señalamientos 
con nombre y apellido hechos por la CI-
CIG, están en primera línea.

Entre esos casos se encuentra la investi-
gación a 32 militares, que incluyen a cuatro 
ex ministros de la Defensa y al ex presidente 
Alfonso Portillo, de quienes se sospecha de 
ser los principales autores del desfalco de casi 
Q1 mil millones a esa cartera en la adminis-
tración portillista (2001-2003). Igualmente, 
aparece el caso de los asesinatos de los dipu-
tados salvadoreños ocurrido en 2007.

A lo anterior, se agregan las negociaciones, 
que para muchos ha sido un “manoseo”, en la 

aprobación de la Ley de Armas y Municiones, 
para dejar intacto ese negocio. Aunque de 
mayor peso en ese posible plan desestabili-
zador pueden citarse los avances logrados en 
el Archivo de la extinta Policía Nacional con-
ducentes a identifi car a los responsables de la 
violencia política durante los gobiernos mili-
tares de las décadas de  los 70 y 80; y la salida 
a luz pública, por ahora parcial, de los planes 
militares contrainsurgentes que propiciaron 
las masacres en más de 400 aldeas del país.

 Un plan desestabilizador, de existir, ten-
dría entre sus fi nes ponerle un alto a esos 
avances, y obligar a negociar o detener las 
intenciones de las instancias gubernamen-
tales involucradas en la apertura de esa in-
formación confi dencial. El caso del secues-
tro y tortura a Gladis Monterroso, esposa 
del Procurador de los Derechos Humanos, 
Sergio Morales, caso ocurrido la semana 
pasada, confi rmaría esas sospechas.

Toma fuerza también, el creciente mo-
vimiento indígena y campesino en su lucha 
por la tierra y los recursos naturales, en un 
contexto de disputa y apropiación por inver-
siones locales y extranjeras para la consti-
tución de actividades extractivas mineras y 
megaproyectos. Para los sectores más con-
servadores, este tipo de organización puede 
representar, en cierto momento una ame-
naza para la estabilidad política del Estado. 
Sobre todo cuando hay instancias guberna-
mentales dirigidas por sectores empresa-
riales empeñadas en extensas y millonarias 
campañas por atraer inversión foránea.

En ese contexto, agrupaciones políticas de 
oposición, tal el caso del Partido Patriota (PP) 
han reactivado su papel protagónico, hacien-
do llamados a implementar planes de mili-
tarización para contener la ola de violencia, 
e incluso a implantar estados de excepción 
en diversas áreas de la zona metropolitana. 
El plan de seguridad anunciado por el PP la 
semana pasada, seriamente cuestionado por 
el partido de gobierno, Unidad Nacional de 
la Esperanza (UNE), ha sido visto como un 
actuar oportunista por analistas. Sin embar-
go, hay que recordar que desde el primer año 
de la administración de Colom se comenzó a 
vivir una campaña electoral adelantada.

El PP está siendo acorralado por otras 
fuerzas de derecha que cuentan con apoyo 
de la élite empresarial, y para las elecciones 
de 2011 podría llegar debilitado si no se cata-
pulta aprovechando la coyuntura de violen-
cia. El PP tiene como contrincantes serios 
partidos en formación como CREO, de Ro-
berto González Díaz Durán, vinculado 
al sector azucarero. Su hermano, Ricardo, 
es presidente de Multiproyectos, entidad 
miembro del Grupo Multinversiones, de la 
familia Bosch-Gutiérrez. O los de la ex 
ministra de Gobernación, Adela Camacho 
de Torrebiarte, PODEMOS, con estre-
chos nexos al capital industrial (Cementos 
Progreso, Banco Industrial), y el del pastor 
protestante Harold Caballeros, VIVA.
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Mientras que la atención pública se 
centraba en “Victoria 82”, “Firme-

za 83”, “Ixil” y “Sofía”; los polémicos 
planes que los militares se negaban 
a entregar a la Justicia hace unas se-
manas, los trabajadores del Proyecto 
AHPN ultimaban la presentación del 
primer informe con los resultados de 
su trabajo.  
 Mucho se criticó entonces la escasa 
colaboración del Ejército en dar a cono-
cer los documentos que supuestamente 
les incriminarían en violaciones a los 
Derechos Humanos. Sin embargo, desde 
hace casi tres años, la Procuraduría de 
Derechos Humanos (PDH), tiene en su 
poder unos archivos cuya importancia 
a todas luces supera a la que podrían 
tener “Victoría 82” o “Firmeza 83” 
como prueba en juicios por los crímenes 
cometidos durante el terror de Estado 
(1966-1997).
 Los ataques que contra la PDH se 
han sucedido en las últimas semanas 
así lo corroborarían. Y es que desde que, 
gracias a la información del Archivo, se 
capturó a dos ex miembros del Cuerpo 
de Operaciones Especiales de la Policía 
Nacional (PN), que presuntamente 
habrían desaparecido a Fernando 
García, esposo de la diputada Nineth 
Montenegro, la institución que dirige 
Sergio Morales ha sido víctima de las 
más graves amenazas de los últimos 
años. Primero fue la agresión a uno de 
los abogados que está llevando el caso 
de García y, después, el pasado día 25, 
el secuestro de la esposa del Procurador, 
Gladys Monterroso, que fue retenida 
durante 14 horas, torturada y abando-
nada en una carretera. 
 Si bien, fuentes consultadas incidie-
ron en que el secuestro estaría sobre 
todo vinculado con el caso García, lo 
cierto es que se produjo sólo unas horas 
después de que el primer informe del 

Labor de la PDH en Archivo de 
la Policía comienza a dar frutos
La reciente detención de dos policías por la desaparición forzada del 
sindicalista Fernando García, ocurrida en 1984, fue un primer indica-
tivo de las posibilidades que se abrían a la Justicia con la información 
contenida en el Archivo Histórico de la Policía Nacional (AHPN), 
descubierto en 2005. La publicación la pasada semana de un primer 
informe sobre el Archivo no ha hecho sino confirmar la importancia que 
podría tener a la hora juzgar crímenes cometidos durante el conflicto 
armado. Nombres de agentes, cadenas de mando, números de placas de 
carro, planes operativos…todo está contenido en este archivo, el mayor 
de su clase en Latinoamérica 

Un 9.5% de los documentos ya han sido digitalizados y son públicos

proyecto del AHPN fuese presentado 
públicamente. El documento difundo 
es el resultado de más de tres años de 
trabajo –desde que se descubrió el Ar-
chivo en 2005- y en él está condesado 
parte del conocimiento que se ha podido 
extraer del análisis y digitalización de 
unos 7.5 millones de documentos, me-
nos del 10% del total. 
 Pero contrario a lo que podría espe-
rarse por la reacción generada- el se-
cuestro de Monterroso- el documento 
no está repleto de grandes revelaciones; 
ni mucho menos de órdenes de des-
aparición o tortura. De hecho, según 
explicaron funcionarios de la PDH, con 
la difusión del informe y la apertura del 
archivo al público- que se produjo tam-
bién la pasada semana- no ha hecho sino 
comenzar la labor de desentrañar los 
secretos del archivo y sus 80 millones de 
documentos. Como advirtió el asesor de 
análisis estratégico de la Procuraduría, 
Edgar Celada, ahora se debe comenzar 
a componer las piezas del “gran rompe-
cabezas” que es el AHPN . 
 Celada explicó las características 
del trabajo que espera a quien desee 
adentrarse en el Archivo: “El valor tan-
to histórico como judicial del archivo 
está en la capacidad de encontrar las 
piezas y juntarlas adecuadamente. Esto 
es lo que enseña sobre todo el caso de 
Fernando García. No hubo una orden 
escrita para detenerlo o desaparecerlo, 
pero el Archivo permitió identificar 
que en el día en el que se produjo su 
desaparición, tal agente, a tal hora, 
con tales vehículos, estaba asignado 
a esa área. Y aún así no fue suficiente 
para individualizar a quienes llevaron 
a cabo el operativo. No fue hasta que 
se encontró otro documento en el que 
se registra la condecoración de varios 
agentes por haber detenido a ‘dos terro-
ristas’ en el mismo lugar y la misma fe-
cha donde desapareció Fernando. Pero 
obviamente, ninguna pieza del archivo 
está colocada de forma que se facilite 

el trabajo, sino todo lo contrario, uno 
puede suponer que todo está colocado 
de manera que cualquiera que entre, se 
pierda. El gran mérito de la PDH no es 
sólo rescatar de la destrucción física el 
Archivo sino que lo está sistematizando 
para que investigadores posteriores 
puedan hacer la búsqueda de las piezas. 
A partir de ahí podrán empezar a cons-
truirse los casos judiciales. Cada caso es 
bucear en miles de expedientes y juntar 
piezas de un rompecabezas inmenso”. 
 El responsable del Proyecto del 
AHPN, Gustavo Meoño, de igual ma-
nera, resaltó el papel de la PDH, como 
“facilitadora” en futuras investigaciones. 
“Lo importante es  destacar que hemos 
llegado a un punto en el que es posible 
dar acceso público a la información que 
tenemos digitalizada. A partir de ahora 
se tendrán que ir publicando más in-
formes del Archivo, por la propia PDH, 
pero sobre todo por otros investigadores. 
Esto es algo que vamos a estimular, así la 
divulgación del contenido no dependerá 
de nuestras capacidades institucionales 
sino del interés que se genere. No se 
trata de que nosotros sustituyamos a los 
investigadores, sino proporcionarles lo 
que antes no tenían”.
 Aún así este primer informe, que 
está centrado en el periodo 1975-1985, 
los años más “negros”, sí tiene informa-
ción relevante. En efecto, a lo largo de 
sus páginas explica detalladamente el 
funcionamiento de las diferentes estruc-
turas de la PN y su sometimiento total 
a las necesidades contrainsurgentes del 
Ejército. “Es necesario conocer de qué 
manera una estructura se comunicaba 
con la otra, para que un jefe no pueda 
argumentar que no sabía nada, que esos 
fueron excesos, insubordinaciones…
Podemos demostrar, incluso estadística-
mente, que ese jefe conocía exactamente 
lo que ocurría porque recibía reportes 
continuos”, comentó Meoño.
 “El archivo recoge todos los nombres 
y eso permite establecer cuáles eran 
las cadenas de mando. Ahora nadie va 
a poder alegar ignorancia. El archivo 
permitirá demostrar cabalmente que tal 
agente estaba de servicio en el día que 
se investiga y de ahí seguir la cadena 
de mando. En la sentencia del caso 
Myrna Marck quedó establecido que el 
principio de la cadena de mando existe”, 
añadió Celada. 

¿Memoria o Justicia?
 Ambos funcionarios resaltaron la 
importancia del AHPN, tanto por lo 

POR ASIER ANDRÉS

L A  P O R T A D A
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que revela de la historia como por las 
oportunidades judiciales que se abren. 
“Es muy importante en relación al escla-
recimiento histórico. Y de la memoria, el 
paso lógico para pasar a la búsqueda de 
Justicia” opinó Meoño. Para Celada el 
Archivo es la ratificación de que los “In-
formes de la Verdad” que se elaboraron 
tras la firma de la paz, están en lo cierto 
–el Estado se transformó en una organi-
zación criminal- y también una “fuente 
de incalculable valor para entender la 
mentalidad de una institución creada 
para proteger a los ciudadanos, pero 
que se transformó en un instrumento 
para dañarlos.”
 El responsable del archivo por su 
parte, expuso que aunque en gran parte 
los hallazgos corroboran lo que ya se 
sabía –por ejemplo, que el Quinto Cuer-
po de la PN se convirtió de facto en un 
escuadrón de la muerte-, “no es lo mis-
mo que lo sepamos a través de pruebas 
testimoniales, que a través de pruebas 
documentales”. Meoñó insistió en el 
hecho de que hasta el momento ningún 
proceso judicial emprendido contra 
policías o militares se ha basado en 
documentos con valor probatorio y que 
por ello la existencia del Archivo podría 
marcar una diferencia en la actitud de 
la Justicia. 
 Y es que por mucho que la PDH pue-
da recabar pruebas, la última palabra 
siempre recaerá sobre unos tribunales 
y un Ministerio Público que hasta el 
momento se han mostrado más gene-
radores de impunidad que de Justicia. 
Meoño aseguró que la PDH tiene que 
trabajar dentro de un ordenamiento 
jurídico y no es su papel sustituir a las 
víctimas en su búsqueda de Justicia. 
En efecto, la Procuraduría sólo puede 
actuar como fiscalía si la Corte Suprema 
de Justicia (CSJ)  se lo autoriza y sólo 

puede aportar pruebas en un juicio si el 
Ministerio Público se lo solicita.
 Éste fue el caso de Fernado García. 
Luego de que la familia del desparecido 
argumentase ante la CSJ que se les 
había denegado el derecho a la Justicia, 
la máxima Corte dio a la PDH la facul-
tad de realizar lo que se conoce como 
una “Averiguación Especial”; es decir, 
ejercer el papel del MP. Según informó 
Meoño, en la actualidad existen otros 
84 casos de este tipo adjudicados a la 
Procuraduría, todos ellos por desapa-
rición forzada, lo que en su opinión ya 
supera la capacidad de la institución.
 Pero aún estando en unas manos en 
teoría más confiables que los del MP, 
nada garantiza que el proceso vaya 
a salir adelante. Así, como explicó el 
responsable del Archivo, los jueces 
guatemaltecos se han negado a aceptar 
como cargo el delito de desaparición 
forzada, con argumentos que se oponen  
a la “interpretación universal que se ha 
hecho del delito”. Meoño expuso que 
como la desaparición forzada no fue 
tipificada en el Código Penal hasta 1996 
los magistrados aplican el principio de 
no retroactividad de ley; en otras pala-
bras, que no se puede juzgar a alguien 
por un delito que no existía cuando fue 
cometido. Así, ha ocurrido, de hecho, 
en el caso de Fernando García. 
 En su opinión, ésta es una interpre-
tación mecánica de la desaparición, ya 
que ésta es un delito continuado, que no 
cesa hasta que la persona no aparece. 
“Si alguien secuestró a otra persona en 
1980 podemos aceptar que el delito no 
comenzó a ser cometido hasta 1996, 
pero sí empezó el día en que entró en 
vigor la ley y desde entonces se está 
cometiendo”, matizó Meoño. 
 Esta interpretación se ha efectuado 
pese a que en la ley de amnistía que fue 

aprobada tras los Acuerdos de Paz, se 
excluía del perdón a quienes hubiesen 
cometido delitos de lesa humanidad; 
esto es, desapariciones forzadas, ejecu-
ciones extrajudiciales y torturas.

La importancia de la Justicia
 Para Edgar Celada, si el Archivo 
contribuye a acabar con la impunidad 
del pasado, será un paso decisivo tam-
bién para afrontar la impunidad del 
presente. “El que recibió un cheque en 
blanco, en el pasado, para desaparecer 
ciudadanos por razones políticas, des-
pués se siguió dedicando a lo mismo, 
como secuestrador o robacarros o nar-
cotraficante. No podemos hablar de una 
infiltración del Estado por el crimen 
organizado, pensando que fueron unos 
criminales malévolos que vinieron de 
fuera, no, ya estaban allí, se reconvir-
tieron, pasaron de ser agentes de la 
seguridad del Estado, con carta blanca, 
a ser agentes del crimen organizado. 
Hay unos nexos muy claros entre una 
criminalidad y la otra. Lo que cambia 
es la naturaleza de la criminalidad, pero 
al final el abuso, la negación de la vida, 
de la Justicia, siguen siendo lo mismo”, 
comentó. 
 E insistió: “La contrainsurgencia 
supuso la criminalización del Estado, 
con el agravante de que cuando finalizó 
el conflicto quienes cometieron críme-
nes no fueron castigados. La supera-
ción de ese Estado criminalizado está 
siendo muy tortuosa y estamos lejos 
de haberla conseguido. Eso aplica a la 
Policía y también a ciertas partes del 
Ejército, del MP…Es al contrario de lo 
que se suele decir ¿Crimen organiza-
do, infiltrado en el Estado? No, es un 
Estado que se criminalizó, que creó un 
monstruo de “Frankenstein” y se le fue 
de las manos”. 
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Sumergirse en el primer informe de la PDH sobre el Archivo, 
es toda una regresión al pasado del Estado guatemalteco; el 

retorno a un mundo represivo en el que a ojos del la Policía, en 
cada ciudadano, vivía, un potencial “subversivo”, “faccioso”, 
“comunista”. A continuación, una pequeña muestra de aquellas 
voces del pasado policial, recogidas en el Informe: 
 “Se tiene conocimiento que en la Escuela Nacional Rubén 
Darío de la Colonia Jocotales, Zona 6, jornada vespertina, 
los profesores Carlos Enrique Garavito y Jorge Mario Donis, 
estudiantes de Derecho de la USAC (…), son simpatizantes de 
diferentes grupos subversivos. Se expresan mal del Ejército de 
Guatemala, aprovechando cualquier ocasión para realizar sus 
ideas comunistas. Son grandes admiradores del Licenciado Co-
lom Argueta y otros líderes de tendencia comunista”. Informe 
del jefe del  Departamento de Investigaciones Técnicas (DIT), 
mayor Gustavo Adolfo Oliva Blanco, al director de la PN, 
Héctor Rafael Bol de la Cruz, en 1984. 
 “Los dirigentes de la Central Nacional de Trabajadores 
(CNT), Blanca Baema Hernández y Carlos Lee Mayor, van a 
reunirse próximamente con sindicalistas de CAVISA, ACRISA, 
TAPPAN, INCATECU, para asesorarlos”. Informe del teniente 
coronel de la PN Juan Antonio Umaña Guerra, jefe de la 
Centro de Operaciones Conjuntas (COCP), al Cuerpo de De-
tectives, en 1982. 
 “A las 19:15 horas de ayer dio inicio una misa en la cate-
dral Metropolitana con las asistencia de aproximadamente 
600 personas de todas clases sociales. Fue celebrada por el 
arzobispo Próspero Penados del Barrio, pronunciando las pa-

  

labras siguientes: “Rogad a Dios en vuestras plegarias por los 
desaparecidos en todo el territorio nacional perseguidos por 
el Escuadrón de la Muerte”. Informe del oficial de la COCP, 
Wilfredo E. Ortega en 1984. 
 “La componía un aproximado de 1,500 personas entre las 
cuales se encontraban obreros campesinos y universitarios, ob-
servando así mismo entre los agitadores sindicales a Luis Felipe 
Irias y Oliverio Castañeda.” Informe del Cuerpo de Detectives, 
dirigido por Jesús Valiente Téllez, sobre una manifestación 
celebrada en 1977 en el aniversario del asesinato de los dirigentes 
estudiantiles Robin García y Aníbal Caballeros.  
 “Tenemos que aprender a convivir con el Grupo de Apoyo 
Mutuo (GAM), dándole un trato como lo que es: una asociación 
subversiva más. Es un objetivo subversivo al que se debe con-
trolar y neutralizar y de ser necesario, destruir.” Reporte de un 
analista para el director general de la PN, 1985. 
 “Trabaja sutil y hábilmente en las comunidades del munici-
pio de San José del Golfo, a efecto de impartir doctrina política 
tipo comunista. Es muy conveniente controlar estas actividades. 
Y se añade en una nota: al director de la PN que investigue, 
proceda e informe.” Memorando de 1980 dirigido al ministro 
de Gobernación Donaldo Álvarez, sobre las actividades de la 
Congregación de la Sagrada Familia del Colegio Belga. 
 “Bajo instrucciones de la superioridad se dejó sin efecto la 
consignación a tribunales y se entregó el señor (capturado) a un 
capitán de aviación del Estado Mayor del Ejército.” Información 
remitida tras una operación de cateo en 1982. Una muestra de 
las ilegalidades cometidas por la policía. 

Control social
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Desde hace una década se les acusa de muerte de sindicalistas

POR MATTHEW BROOKE

En Guatemala es bien sabi-
do el nombre de quienes 

ocupaban altos cargos del 
gobierno cuando un enorme 
número de atrocidades fue-
ron perpetradas durante la 
guerra. Pero no es suficiente 
para un juicio; se necesi-
tan pruebas que evidencien 
que se siguió una cadena de 
mando. Es precisamente por 
esta razón que dos fuentes de 
archivos escritos, una perte-
neciente al Ejército y la otra a 
la Policía Nacional (PN), han 
atraído tanta atención en las 
últimas semanas. 
 Una pequeña parte del 
contenido de los archivos de 
la PN se dio conocer en la 
reciente semana. El organismo a su cargo, 
la Procuraduría de los Derechos Humanos, 
emitió un informe en el que se concluye, entre otras cosas, que 
el Ejército sometió a la Policía a su estrategia contrainsurgente, 
convirtiéndola en una institución represiva y de control social 
(véase pagina 4). 
 Entorno a los archivos militares, el problema reside precisa-
mente en la opacidad que todavía hoy los protege. El poder judi-
cial requirió al  Ministerio de Defensa que entregase cuatro planes 
militares el 25 de febrero, pero los uniformados no cumplieron 
con la orden. El Ministro del ramo, Abraham Valenzuela, 
argumentó que los planes habían sido destruidos durante el go-
bierno anterior y el presidente Álvaro Colom, posteriormente, 
creó una comisión cuya misión es desclasifi car todos los archivos 
militares elaborados entre 1954 y 1996.  Algunos analistas creen 
que después del nacimiento de esta instancia ya no se sabrá más 
del proyecto (Inforpress 1791).
 Pero hay una tercera clase de récords que documentan el 
comportamiento que una tercera clase de personas tuvieron du-
rante el confl icto. Se trata de los empresarios, y los archivos que 
se refi eren a ellos, no son un secreto. La implicación del sector 
privado fue descrita hace ya más de una década en el Informe del 
Proyecto Interdiocesano de Recuperación de la Memoria Histó-
rica (REMHI), elaborado por la Ofi cina de Derechos Humanos 
del Arzobispado de Guatemala. El REMHI concluyó a este res-
pecto que no sólo el Ejército fue culpable por la brutalidad de la 
guerra, sino muchos empresarios también tuvieron su cuota de 
responsabilidad.
 “En los meses previos a mayo de 1980 cuando el Comité Coor-
dinador de Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y 
Financieras (CACIF), junto con el Estado Mayor General del 
Ejército (EMGE), organizaron con grandes recursos El Plan de 
los Mil Días, una gigantesca campaña anticomunista cuyo ob-
jetivo era crear un clima que justifi cara la escalada de la brutal 
represión que se avecinaba”, afi rmaba el REMHI. Entre los em-
presarios que trabajaron en este plan se encontraría el entonces 
director de la Asociación de Gerentes, Francisco Pérez de 
Antón, quien también había fungido como presidente del Grupo 
Multinversiones, propiedad de la familia Gutiérrez Bosch. 
 Según el REMHI, “el principal éxito de esta colaboración (…fue-

ron) los fuertes golpes que sufrió 
el Frente Luis Lima (del Ejército 
Guerrillero de los Pobres), esta-
blecido en la costa Sur, la zona 
de interés de los empresarios 
agroexportadores.” 
 Pero además, este Plan de 
los Mil Días también resultó 
en “la total desarticulación de 
la oposición política legal, del 
movimiento sindical y otras 
manifestaciones del movi-
miento popular.” 

Socios enfrentados
 Durante siete años, a lo 
largo de la década de los años 
noventa y la década actual, el 
sociólogo británico Roman 
Krznaric elaboró una especie 

de estudio antropológico sobre la oligarquía 
guatemalteca. Entrevistó a una treintena de 

miembros de la élite tradicional, muchos ampliamente conocidos, 
y conversó con ellos sobre una variedad de temas; desde la tierra a 
la política, pasando por la seguridad. Pero en su libro aún inédito, 
Lo que los Ricos no Cuentan a los Pobres, Krznaric concluyó que 
muy pocos empresarios estuvieron dispuestos a hablar sobre el 
involucramiento del sector empresarial en la guerra. Y si efecti-
vamente dijeron algo, la tendencia fue minimizar el rol de grupos 
como CACIF, destacando el rol de empresarios individuales.  
 Y aunque el REMHI deja claro que no era raro que CACIF y 
los militares trabajasen codo a codo, es evidente que fueron unos 
socios con constantes tensiones. Según Mara Luz Polanco, 
catedrática en la facultad de Economía de la Universidad de San 
Carlos de Guatemala, CACIF tuvo su origen en 1957 por una 
serie de necesidades paradójicas: los empresarios necesitaban a 
los militares pero al mismo tiempo tenían que contenerlos.  
 Según un artículo escrito por Polanco títulado “La Partici-
pación de la Élite Económica en el Proceso de Transición a la 
Democracía”, CACIF surgió precisamente para contrarrestar el 
creciente poder del Ejército, en un contexto en que la oligarquía 
lo necesitaba para luchar contra las fuerzas simpatizantes del 
recién derrocado gobierno revolucionario. “(Era obvio) que la 
política de guerra que se empezaba a gestar, no necesariamente 
sería compatible con las necesidades de los capitales nacionales”, 
relataba la académica. 
 Este tipo de pactos, por cierto, fue un patrón que se repitió 
en muchos Estados latinoamericanos. Pero en algunos países, 
como en Nicaragua, la coalición entre militares y empresarios 
se rompió.  Como señala Marta Elena Casaús Arzú en “La 
recomposición del bloque del poder y el retorno de las élites 
centroamericanas”, publicado en 1993, una cantidad signifi cativa 
de miembros de las élites tradicionales en Nicaragua se unieron 
a los sandinistas contra el régimen Anastasio Somoza. Éste 
fue un factor importante en la caída del dictador en 1979.
 En Guatemala, las tensiones existieron pero nunca acabaron 
en un rompimiento total. Como señala el REMHI, a fi nales de los 
70, la guerrilla guatemalteca, en gran medida inspirada por los 
sandinistas, revivió de nuevo, buscando alianzas con las luchas 
sociales en la ciudad y en el campo. “Esta situación llevó un sector 

Durante 1980, los sindicatos urbanos se radicalizaron y 
fueron reprimidos con brutalidad. En la celebración del 1 
de mayo de aquel año, 32 sindicalistas fueron secuestra-
dos en el Parque Centenario de la ciudad capital. El 21 de 
junio, desaparecieron 27 dirigentes de la Central Nacional 
de Trabajadores y el 24 de agosto  otros 17 más. Según el 
Informe del REMHI, sólo en ese año 110 dirigentes sindi-
cales fueron asesinados. ¿Quiénes fueron los responsables 
de tales actos de brutalidad? En las últimas semanas, a 
raíz de la celebración del décimo aniversario del Informe 
de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico, mucho 
se ha insistido en la culpabilidad del Ejército y la Policía; 
dejando a un lado las implicaciones de la empresa privada. 
Sin embargo, ya el REMHI, concluyó que muchos empre-

sarios fueron culpables también. 

E N  P R O F U N D I D A D

Implicación de los empresarios en el 
con� icto: ¿Sólo responsabilidad moral?
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mayoritario de la dirigencia empresarial a establecer  un pacto 
con la cúpula militar en el gobierno para desarticular el movi-
miento popular, considerado un brazo más de la insurgencia. La 
alianza desató la peor ola de represión contra las organizaciones 
populares en la historia del país,” expresa el informe.

Plata y Sangre
 Esta estrecha colaboración, cada vez más confl ictiva, se fue 
deshaciendo durante los años 80. En gran medida, fueron los 
temas económicos, los que harían pedazos la alianza. Ciertos 
sectores militares y sus aliados se habían apoderado de negocios 
importantes y habían acabado por representar una competencia 
para las élites tradicionales. Un tema especialmente sensible era 
la reforma tributaria. El Ejército quería que los empresarios pa-
gasen más para fi nanciar la contrainsurgencia pero las cámaras 
empresariales se resistieron. ¿Podría la élite económica redimir 
su implicación en la violación de Derechos Humanos, por haber 
roto con los militares precisamente durante la época más san-
grienta de la guerra?
 Por lo menos tres estudios – todos realizados por académicos 
que entrevistaron a miembros de la élite económica – han abor-
dado las relaciones entre los dos grupos dominantes durante este 
periodo. Cada uno de los trabajos llegó a conclusiones distintas 
con respecto a la ayuda fi nanciera que los empresarios propor-
cionaron al Ejército en aquellos años.
 La académica norteamericana, Rachel McCleary, autora 
de un estudio sobre el autogolpe de presidente Jorge Serrano 
Elias, en 1993, titulado “Imponiendo la Democracia: Las élites 
guatemaltecas y el fi n del confl icto armado” (1999), argumentó 
que el único sector empresarial, que cooperó activamente con 
las dictaduras militares de Lucas García y Ríos Montt, fue el 
de los fi nqueros.
 “Aunque la nacionalización de la violencia estatal era necesaria 
para derrotar la insurgencia, la violencia estatal no era elemento 
integral de los intereses económicos de las élites industriales 
y comerciales. En cambio, la violencia estatal seguía siendo el 
principal medio para proteger los intereses de la élite agraria”, 
determinó McCleary. Algunos fi nqueros, con el comandante ci-
vil de la Fuerza Aérea de Reserva, Gustavo Anzueto Vielman, 
a la cabeza, pusieron a disposición de los militares sus aviones 
y helicópteros para evacuar heridos y llevar suministros, pero el 
apoyo económico de CACIF “no se materializó”.
 “Empresarios individuales recolectaron fondos y ayudaron a 
los militares pero no como actividad del sector privado organi-
zado”, escribió la académica. 
 No obstante, Román Krznaric halló que la cooperación 
entre ambos sectores podía haber sido mucha más extensa y 
organizada. Como ya se mencionó, el problema a la hora de estu-
diar el asunto, según Krznaric, era que muy pocos empresarios 
estaban dispuestos a hablar sobre el involucramiento de su sector 
en el confl icto, y normalmente sólo lo hicieron off the record. 
 Uno de los pocos empresarios que abordó el tema, que apa-
rece identifi cado como “alguien que ha fungido en puestos im-
portantes de organizaciones empresariales urbanas”, contó que 
“sin duda el sector agroindustrial, y partes del sector industrial 
– que eran quienes tenían más para perder – fueron los que más 
apoyaron al Ejército.” 
 Además, agregó que “el sector privado organizado en CACIF 
fue el patrocinador más importante del Ejército durante la gue-
rra”. Un tercer punto de vista es el que defi ende el libro “Los 
dominios del poder: La encrucijada tributaria”, escrito por los 
guatemaltecos Mayra Palencia y J. Fernando Valdez. Según 
sostienen estos autores no es que un amplio grupo de empresa-
rios no estuviesen interesados en apoyar la represión, sino que 
consideraban que con los recursos que ya aportaban al Estado, 
a través de impuestos, era sufi ciente.

Palencia y Valdez describen la situación así: “Era notoria 
la racionalidad distinta que había detrás de las argumentaciones 
de cada contraparte: un gobierno dirigido por una lógica de con-
ducción gubernamental contrainsurgente reclamando sacrifi cios 
extraordinarios a los mayores contribuyentes, a los que en última 
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instancia buscaba defender con su actuación; los empresarios 
demandando resultados con base en los recursos que ellos ya 
habían aportado por la vía tributaria o por la vía de hecho, pa-
gando a la guerrilla los llamados ‘impuestos de guerra”.
 Tal vez la mejor muestra de la complicidad entres poderes 
económicos y militares, es el hecho, señalado por Marta Elena 
Casaús Arzú: que ambos grupos compartieron puestos en la 
administración del Estado, aún durante los años más duros de la 
guerra. La académica escribió en 1993 que  “Durante las últimas 
décadas, en las que (los poderes tradicionales) apostaron por la 
vía autoritaria y contrainsurgente, y delegaron en los militares 
ciertas tareas políticas, siempre se reservaron dos o tres minis-
terios claves como agricultura, economía, fi nanzas y en algunas 
ocasiones, el Ministerio de Asuntos Exteriores. Nombres como 
Arenales Catalán, García Granados, Ibarra Ibarguen, Díaz Durán, 
pertenecían a las redes familiares.”

¿Qué tan responsables?
 La coautora de “Los Dominios de Poder”, Mayra Palencia, 
afi rmó a Inforpress que los empresarios sí son responsables, 
hasta cierto punto, por todo el sufrimiento que se dio durante la 
guerra. “En este país dos sectores principalmente sabían lo que 
estaba pasando durante el confl icto: el sector privado y el Ejército. 
Y aunque no se puede decir que sobre el sector privado recaiga la 
misma responsabilidad por toda la sangre, que sobre las Fuerzas 
Armadas, hay que decir que ni un empresario alzó su voz en contra 
de los barbaridades cometidas por el Ejército”, opinó Palencia.
 En Lo que los Ricos no Cuentan a los Pobres, el empresario 
anónimo anteriormente citado explicó que las élites no protesta-
ron por una sencilla razón: “el sector empresarial estaba preocu-
pado por su posición económica”. “En realidad la guerrilla era un 
ataque contra los empresarios – agricultores y industriales. (…) 
El papel del sector empresarial era muy claro: apoyo total para 
el Ejército”, sostuvo la fuente.  
 Por haber dado este “apoyo total”, Krznaric, tras casi una 
década hablando con las élites económicas guatemaltecas, con-
cluyó que muchos empresarios, al igual que muchos militares, 
merecen ser enjuiciados. “¿Por qué no habría de exigírseles res-
ponsabilidad por sus acciones? Consideró que ya es hora de que 
activistas, abogados y organizaciones internacionales, tomen más 
serio la implicación de la oligarquía en la guerra. Hay razones 
contundentes para llevar ante los tribunales no sólo a militares, 
sino también a miembros de la élite económica por el papel que 
cumplieron en la violencia”, critica el autor británico.  
 También señala que hay rumores extendidos sobre el fi nan-
ciamiento de escuadrones de la muerte por parte de empresarios, 
pero reconoce que hay pocas pruebas. Krznaric subraya que 
hace ya una década, la Comisión para el Esclarecimiento His-
tórico (CEH) describió casos que implicaban a terratenientes 
y empresarios en la violación de Derechos Humanos, pero han 
quedado impunes.  Uno de ellos es el caso del Ingenio Pantaleón, 
propiedad de la familia Herrera. Durante los 70 y 80, los sin-
dicalistas de esta plantación de azúcar fueron sistemáticamente 
asesinados. Los sindicatos aguantaron por un tiempo excepcional, 
afi rma la CEH, pero a mediados de los ochenta, agotados por el 
terror, optaron por disolverse.  La CEH subraya que “los vínculos 
que el sector patronal mantenía con las fuerzas de seguridad, en 
especial con la Policía Militar Ambulante, y su colaboración con 
la política estatal de desarticulación del movimiento sindical que 
incluyó la eliminación de muchos de sus líderes”.
 Otro ejemplo notorio es el de Panzós, localidad de Alta Ve-
rapaz, donde en 1978 el ejercito masacró  a 53 personas. Las 
víctimas eran campesinos que reclamaban la tierra que se les 
había entregado en la Reforma Agraria del presidente Jacobo 
Árbenz, pero que posteriormente había sido devuelta a grandes 
terratenientes durante la contrarrevolución. Para la CEH “este 
caso es ilustrativo de la infl uencia que ejerció el sector de pro-
pietarios agrícolas en la utilización del aparato del Estado, para 
que resolviera en su benefi cio confl ictos sobre tenencia de la 
tierra, aplicando la violencia armada contra campesinos pobres 
e involucrando al Ejército en la problemática agrícola”.
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no fue el mal manejo el que ha generado 
las pérdidas del Banco en su cartera de 
inversiones líquidas sino que la crisis 
financiera global que está fuera de su 
control. 

Moreno anunció que “hoy más que 
nunca América Latina y el Caribe nece-
sitan al BID”, durante la inauguración de 
la 50ª reunión anual de la Asamblea de 
Gobernadores. 

Según McElhinny, “el hecho es que 
el BID forma parte del problema y no la 
solución a la crisis. En vez de advertir a 
países sobre cómo manejar la crisis, se 
estaban aprovechando de ello y ahora 
intenta posicionarse como la mejor so-
lución. El mal manejo de su portafolio 
de inversión y la reiterada falta de rendi-
ción de cuentas, cuestionan la autoridad 
del Banco, para aconsejar a los países 
miembros”.

Se ignora al pueblo 
La APA, con la presencia de más de mil 

delegados de 43 organizaciones a lo largo 
del hemisferio,  se reunió para denunciar 
el modelo de “desarrollo” implementado 
por el banco que ha causado: el aumento 
de deuda interna y externa en países 
pobres, la pérdida de soberanía de go-
biernos, violación de derechos humanos 
a las poblaciones indígenas, entre otros 
grupos étnicos y la destrucción del medio 
ambiente por mega proyectos.  

En entrevista con Inforpress, McEl-
hinny, lamentó que “el Banco no tenga 
una política de participación ofi cial para 
todas las organizaciones de la sociedad 
civil, crítica o amistosa con el BID. La 
política que tiene es arbitraria - el Banco 
es mi casa y éstas son las reglas. El BID 

 

Un banco de desarrollo que no ha sido
El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) concluyó el 31 de marzo la 
celebración de sus 50 años y la reunión anual en Medellín, Colombia, donde 
se estableció la necesidad de una reposición de su capital de préstamo por 
US$180 mil millones después de que perdió cerca de US$2 mil millones en 
hipotecas y otros valores como parte de una estrategia intensa de inversiones 
en 2008. Al tiempo de esta reunión, un foro alternativo, la Asamblea de 
Pueblos Acreedores, se reunió a demandar la rendición de cuentas de los 
proyectos y la política impulsada por el Banco, incluso la razón de haber 
perdido mil millones de dinero público. 

Reunión alternativa cuestiona función del BID

La reunión anual del BID forma par-
te de su mandato para responder 

a las preocupaciones de la sociedad 
civil.  Sin embargo, los gobernadores 
del BID restringieron a periodistas y 
a la coalición, la Asamblea de Pueblos 
Acreedores (APA), que representa 43 
organizaciones a lo largo de las Amé-
ricas, participar en una conferencia de 
la sociedad civil sobre discusiones del 
reabastecimiento del capital. 

Durante el foro alternativo llamado 
“BID: 50 años financiando la desigual-
dad”, se resaltó el fracaso del Banco 
en reducir la pobreza e inequidad en 
Latinoamérica. En una nota de prensa, 
movimientos sociales en conexión con la 
campaña declararon que la institución 
prestamista debe realizar una evalua-
ción crítica por la falta de conformidad 
con las condiciones del último reabas-
tecimiento en 1994 antes que el BID 
recibiera más fondos. 

En el pasado, las negociaciones para 
aumentar el capital duraban de dos a 
cinco años, pero Luis Alberto Mo-
reno, presidente del BID, espera que 
las negociaciones corrientes terminen 
en un año. El incremento tiene que ser 
aprobado por los gobernadores que tiene 
por lo menos 75% de poder de votación. 
Las propuestas tienen que ser apoyadas 
por lo menos por 36 gobernadores y dos 
tercios del voto deben provenir de los 28 
gobernadores que representan las nacio-
nes de las Américas. 

Vince McElhinny, gerente del pro-
grama latinoamericano del Centro de 
Información Bancaria (BIC), enfatizó a 
Inforpress que “países donantes no anun-
ciaron su apoyo sino que están a favor de 
estudiar la propuesta”.

El Congreso de los Estados Unidos, 
que seguramente recibirá el pedido de 
aprobación, debido a que tiene 30% del 
poder de votación, tiene dudas. El sena-
dor republicano Richard Lugar pidió 
a Moreno, en una carta de febrero de 
este año que explique las decisiones que 
trajeron como consecuencia pérdidas 

enormes y las acciones para asegurar 
responsabilidad. 

“La escala reportada de pérdidas por 
US$1.9 mil millones de dólares en el 
portafolio de inversión del BID—entre 
10 y 100 veces más altas que las de otros 
bancos de desarrollo—es una grave pre-
ocupación”, escribió Lugar en la carta. 

Una evaluación interna de la estrategia 
de inversión del banco de noviembre 
2008 salió a la luz en febrero de este año. 
La auditoría aclaró que en los últimos 
años los negociadores de bolsa invirtieron 
en valores respaldados con activos ries-
gosos como hipotecas que representaron 
el 60% del portafolio del banco.

Los auditores determinaron que el 
banco rebasó los riesgos razonables. La 
evaluación también hizo notar que en 
2005 la ofi cina del auditor general del 
BID se preocupó por las inversiones ries-
gosas y aconsejó que el BID limitara su 
inversión en dichos activos. No obstante, 
90% de los activos que cuenten por las 
pérdidas del BID fue comprado en 2006 
y 2007 – después de las sugerencias del 
auditor general.

Aún así en una declaración difundida 
la semana pasada, Moreno señaló que 

R E G I Ó N
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POR ROCHELLE OLIVARES

Guatemala Costa Rica El Salvador Honduras Nicaragua Panamá

Aprobados 4208 3736 4233 3147 2594 2998

Pagado 1151 1837 1265 818 347 1134

Pendiente 1498 28 1869 432 553 922

0
500

1000
1500
2000
2500
3000
3500
4000
4500

Informe de Prestamos Aprobados en USD millones

Fuente: BID, 28/02/2009



InforPress centroamericana - 09

evitó tener un discurso serio, honesto y 
abierto con el público presente”. 

El Banco restringió acceso a periodistas  
durante las conferencias con la sociedad 
civil y la grabación de reuniones con la 
dirección ejecutiva bajo el contexto de 
“confi dencialidad de accionistas”. Organi-
zadores de la APA destacaron que el BID 
es fi nanciado por fondos públicos de sus 
países miembros y entonces, como una 
institución pública, “es una simple cues-
tión de transparencia,” dijo María José 
Romero, del Instituto del Tercer Mundo 
(Amazon Watch, 29/03/2009). 

Además de eso, el BID impidió la 
distribución de publicaciones críticas. 
“Dejaron las publicaciones en mesas don-
de todos tienen material circulando en el 
centro de convención, pero funcionarios 
del Banco los confi scaron. Incluso, per-
sonal del Banco fue obligado renunciar 
a sus copias,” dijo McElhinny. “El BID 
prefi ere ignorar al pueblo. Nunca hará 
(Moreno) una reacción formal porque 
signifi caría que existe desdén. No hay 
lugar para la oposición”. 

En una conferencia de prensa Mo-
reno  preguntó a Bill Clinton ,  ex 
presidente de los EEUU, qué se puede 
hacer para mejorar el Banco. Clinton 
sugirió que “el BID debe escuchar a los 
que le critican que están alejándose de 
su mandato de combatir la pobreza y la 
inequidad en la región y incluirlos en el 
discurso de cambio”. 

Además, Clinton desafi ó a la junta 
directiva del BID a pensar en una manera 
no convencional y fi nanciar más proyec-
tos de uso mayoritario de mano de obra y 
que no dañen el medio ambiente. 

Según la ALA, algunos mega proyectos 
simbólicos del legado de destrucción que 
el BID ha dejado en las últimas décadas 
son: Plan Puebla Panamá, el Proyecto de 
la Represa Chixoy en Guatemala y el Pro-
yecto de Rehabilitación de la Carretera 
Sur en Belice (Inforpress 1697).

“Actualmente el BID persiste en las 
viejas recetas del crecimiento económico 
como motor del desarrollo, obsesionado 
con la competitividad, y donde los aspec-
tos sociales y ambientales serían efectos 
secundarios que se dejan en manos de 
los gobiernos para ser eventualmente 
compensados o amortiguados,” escribió 
Eduardo Gudynas, de América Latina 

en Movimiento.
“Considerando el mandato del BID 

de acelerar el proceso de desarrollo sos-
tenible, lo hace a uno pensar: ¿Cómo es 
que existen tasas de pobreza, pobreza 
extrema, e inequidad alarmantes des-
pués de 50 años de trabajo?” exclamó 
McElhinny.

Centro América y el BID 
El istmo no es el lugar ideal para mos-

trar el récord del BID como un banco de 
desarrollo. En Guatemala, por ejemplo, 
cerca de US$3 mil millones en préstamos 
del BID no han sido capaces de reorientar 
a este país, con uno de los peores expe-
dientes de desarrollo de la región. Donde 
dos tercios de la población viven en la 
pobreza, una vasta mayoría de gente in-
dígena es excluida de los benefi cios de la 
sociedad y un Estado que preside uno de 
los niveles más bajos de inversión pública 
de Latinoamérica (Inforpress 1690). 

Según el informe presentado por el BIC 
en 2007 sobre el desarrollo del istmo en 
relación al BID, las políticas neoliberales 
promovidas por dicha institución y otros 
bancos multilaterales, como la liberación 
del comercio, ha fomentado la pobreza y 
la inequidad en la región. 

La pobreza relativa en el istmo es 55% 
y 2 de cada 3 centroamericanos en áreas 
rurales se encuentran en la indigencia. 

La liberación del comercio también 
resultó en una brecha de ingresos más 
grande, incluso en Costa Rica. Centro-

américa tiene los niveles de inequidad 
más altos del mundo, con el coefi ciente 
Gini de 0.55 (Inforpress 1701).

 Incluso el estudio informa que Centro-
américa, en términos de Producto Interno 
Bruto (PIB), se rezagó relativamente a los 
EEUU sobre los pasados 25 años. En una 
investigación-diagnóstico del confl icto 
agrario en Guatemala publicado este año 
por la Unidad de Protección a Defenso-
res y Defensores de Derechos Humanos 
(UDEFEGUA) se demuestra que la 
distribución de la tierra no ha cambiado 
signifi cativamente desde 1979.

Mientras que el BID ha ofrecido cré-
ditos por US$7.6 millones en promedio 
durante los últimos cinco años al istmo,  
las remesas enviadas por los centroame-
ricanos residentes en el extranjero a sus 
familias, promedian en igual lapso los 
US$50 mil millones. 

Actualmente la deuda de Centroamé-
rica al BID suma  más de US$5.66 mil 
millones. El Salvador sólo, debe US$1.9 
mil millones. Es decir, que cada uno de 
los siete millones de salvadoreños debe 
US$265 al BID y esta cifra no incluye 
las demás deudas acumuladas en otras 
instituciones fi nancieras multilaterales. 
Además, en el caso de El Salvador ya 
devolvieron US$1.2 mil millones y el 
BID recibió como ingreso neto del monto 
anterior US$1.1 mil millones. 

McElhinny explicó que “si vemos a 
Guatemala, por ejemplo, tiene US$ 1.1 mil 
millones de capital ordinario aprobados y 
no utilizados. Entonces, no es como que 
el gobierno no tiene dinero en su erario. 
Y quieren más aunque según indicadores 
del BID, Guatemala tiene un rendimiento 
social terrible”.  

McElhinny retó a los gobernantes de 
la región a reformar el sistema tributario 
favorable a la redistribución de ingresos. 
“Antes que nos endeudemos más tenemos 
que preguntar por qué los gastos públicos 
actuales no son tan efi cientes como se 
necesita. El sistema tributario en cada 
país del istmo es obsoleto. Pero es un 
tema intocable. Todo indica que ocurrirá 
lo mismo ahora, con los préstamos de 
emergencia para proveer liquidez a los 
países ante la crisis fi nanciera mundial”, 
observó el economista estadounidense.
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 El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) fue creado en 1959 con la misión de com-
batir la pobreza y la inequidad en la región con la brecha entre ricos y pobres que era la más 
extrema. Actualmente, el BID cuenta con 48 países miembros de los que 26 son latinoame-
ricanos y caribeños, e incluye países donantes en Norte América, Europa, Japón, y China. 
Hoy, el BID es el banco de desarrollo regional más grande del mundo y la fuente principal de 
fondos multilaterales para proyectos económicos, sociales, e institucionales de desarrollo en 
Latinoamérica y el Caribe, prestando más de US$9 mil millones anualmente. 
 Sus objetivos principales son la reducción de pobreza, equidad social, y desarrollo sosteni-
ble, sin perjudicar al ambiente. El poder de votación es directamente proporcional al capital 
que cada país suscribe al BID. Los principales accionistas son los Estados Unidos, con 30% 
de la propiedad, seguido por Brasil y Argentina, con 10.7% cada uno, México tiene 6.9% y 
Venezuela 5.7%. El bloque de Centroamérica tiene 2.84% del peso de votación.  Durante mucho 
tiempo los préstamos y apoyos del BID estaban restringidos a los “deseos” gubernamentales, 
pero siguiendo los pasos neoliberales del Banco Mundial comenzó a fi nanciar directamente 
al sector privado. Bajo esa misma infl uencia pasó de apoyar obras grises, como carreteras o 
edifi cios, a involucrarse con reformas sectoriales, “condicionando” las políticas nacionales en 
áreas claves como salud, educación o ambiente.

  

El BID, a 50 años de su fundación
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Las primeras señales que Mauricio 
Funes ha enviado luego de ser ofi-

cialmente reconocido como el presiden-
te electo de El Salvador, son positivas 
(Inforpress 1793)*. Sin embargo, según 
el ex vicepresidente, Eduardo Stein, 
en círculos cívicos, políticos y académi-
cos, está surgiendo la pregunta de si el 
propio Frente Farabundo Martí para la 
Liberación Nacional (FMLN), dejará 
gobernar a Funes*. 

Desde esa perspectiva, las palabras 
de Rodrigo Ávila después del anuncio 
del resultado final, de ser una oposición 
“constructiva y vigilante”, pareciera dar 
por sentado que así será (Inforpress 
1792), pero es un asunto que todavía 
está por verse.

Algunos datos perfilan el país que 
Funes  recibirá:  “Según datos del 
Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD) en El Salvador, a 
casi tres años de la entrada en vigor del 
DR-CAFTA, el 52 % de la población está 
en la pobreza soportando situaciones 
extremas de necesidad sanitaria, edu-
cativa y de servicios básicos”, afirma 
Hedelberto López Blanch (Rebelión, 
1/04/2009). 

Stein  dijo que la crisis mundial 
podría transformarse en El Salvador 
en una “crisis humanitaria”. López 
Blanch afirma que “el Estado es prácti-
camente inexistente para las comunida-
des rurales y el cinturón humano que se 
refugia alrededor de las ciudades.

Otros problemas que los sucesivos 
gobiernos de ARENA dejan pendien-
tes de resolver son la quiebra de miles 
de agricultores que por los efectos del 
DR-CAFTA, han tenido que abando-
nar su trabajo en el campo y tratar de 
emplearse en la ciudad. Las tasas de 
violencia, la creciente delincuencia y 
una incapacidad de las instituciones 

Funes ante el reto de gobernar 
Todos reconocen que el proceso electoral recién pasado fue limpio y 
transparente en niveles aceptables. Otra de las conclusiones a las que 
se ha llegado luego de las recientes elecciones presidenciales en El Sal-
vador, es que se ha fortalecido la democracia y que la ciudadanía ha 
desarrollado una cultura política caracterizada por cierta madurez. 
Continuando con el análisis de lo que sucedió en esas elecciones, muchas 
más preguntas siguen surgiendo. Analistas coinciden en que la situa-
ción actual del país es especialmente adversa desde diferentes puntos 
de vista, pero además, las condiciones en que el país está representa un 
reto de gran magnitud para un partido que ha cogobernado pero que 
ahora jugará desde el poder del Estado. Para algunos, la relación que 
este nuevo gobierno tenga con el llamado “poder real” será determinante  
para llevar a buen término su primera gestión de gobierno.

Analistas de izquierda y derecha se reúnen para analizar coyuntura

públicas de otorgar servicios básicos se 
suman a esta situación.

¿Qué pasó en las elecciones?
 Los panelistas coinciden en que hace 

falta todavía un análisis científico “más 
fino” para entender las lecciones que 
dejó este proceso electoral. Roberto 
Rubio, de FUNDE, considera que para 
este análisis pasa por entender tres pun-
tos: 1.-Elementos explicativos de lo que 
sucedió y podría suceder 2.- Analizar la 
coyuntura, y 3.- Perspectivas.

 Sobre el primer punto, expresó que la 
geografía del país es importante enten-
derla en tres áreas: la Costa (plana), el 
Centro (valles y volcanes), y el Norte. El 
mapa político, según expuso, también 
está formado por tres “bloques”, que 
identifica como 1.- Un tercio del FMLN, 
2.- Un tercio para ARENA, y 3.- Un 
tercio del “voto fluctuante”, que sería 
el voto que determina las elecciones. 
Efectivamente, el analista considera 
que hubo un “cambio sociológico” en 
el Salvador, en que este voto fluctuante 
dio la victoria al Frente.

 Dentro de la coyuntura se destaca 
la “larga campaña electoral” en la que 
hubo violencia y confrontación, pero 
que no representó un ambiente post 
electoral de malestar. Según Javier 
Castro, de FUSADES, en esta coyun-
tura será importante analizar el proceso 
de transición, ya que la integración del 
Gabinete de gobierno y la identificación 
que haga de las políticas públicas a 
impulsar “despejarán dudas”.

 Asimismo, la relación que se desarro-

lle entre el “nuevo gobierno” y la ahora 
oposición, es un punto de atención. La 
legislatura próxima, coincidieron, no 
varió mucho. En este punto, será funda-
mental observar algunos factores como 
la propuesta (Plan de Gobierno) y capaci-
dad ante la crisis, la propuesta y enfoque 
ante la criminalidad, y, los desafíos de la 
gobernabilidad democrática.

 Según los panelistas, en el corto 
plazo la reforma del sistema de partidos 
políticos será una tarea que ya no de-
bería postergarse (actualmente no hay 
una legislación sobre el financiamiento 
público y/o privado de los partidos), el 
organismo electoral sigue siendo in-
tegrado por miembros de los partidos 
políticos (son juez y parte). Igualmente, 
un reto importante está en lo que se 
llamó la “despartidización” de la admi-
nistración de justicia (separar las áreas 
administrativas y juridiccionales).

 Otro factor de suma importancia es la 
incorporación de la pluralidad en los go-
biernos locales (actualmente el partido 
ganador ocupa la mayoría de cargos en 
las municipalidades). El voto de salvado-
reños en el extranjero (principalmente 
en EEUU), también se inserta dentro 
de los desafíos por venir.

 La criminalidad es un tema toral. Las 
escuchas telefónicas, la despolitización 
de la acción judicial, el otorgamiento de 
cargos públicos de segundo grado con 
objetivos políticos, la renovación de la 
Corte Suprema de Justicia, son , entre 
otros, aspectos que deben analizarse 
cuidadosamente luego del fracaso de los 
planes de “mano dura” y “súper mano 
dura” (Inforpress???).

 En cuanto a sus relaciones exteriores, 
se considera que el gobierno del Frente 
“tendrá las suyas propias”. Los panelis-
tas consideran que no habrá integración 
al ALBA, pero que es seguro que las 
relaciones con Venezuela y Cuba sean 
fuertes. Las relaciones con China son un 
asunto pendiente. Algo que EEUU no 
toleraría sería una relación más directa 
con Irán, afirman.

 Dos aspectos sobre los que se lanza-
ron preguntas en el evento son: el rol 
de la prensa durante las elecciones y 
de ahora en adelante (ver cuadro), y el 
rumbo que tome la integración centro-
americana.

POR CROSBY GIRÓN Y MARTA NOCETE 
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*Organismos internacionales como la Organización de Estados Americanos (OEA), así como la 
Unión Europea (UE), dieron su visto bueno al proceso electoral calificándolo de transparente.
**Esta semana la Fundación Konrad Adenauer Stiftung patrocinó un foro en el que se discutió 
el tema “Elección Presidencial en El Salvador: perspectivas y repercusiones en la región”. Los 
panelistas que participaron son Javier Castro, de la Fundación Salvadoreña para el Desarrollo 
Económico y Social (FUSADES); Ricardo Córdova, de la Fundación Dr. Guillermo Ungo 
(FUNDAUNGO), y Roberto Rubio, de la Fundación Nacional para el Desarrollo (FUNDE). 
Stein fungió como moderador.
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ODQEHK Entrevista con Francisco Valencia, director del diario Colatino

Para Valencia, “en este país, cuando hablamos de la derecha hay 
que hablar obviamente de los medios de comunicación”. Considera 

que la campaña sucia la ha manejado ARENA en todos los procesos 
electorales, pero en las pasadas presidenciales, en 2004 entre Antonio 
Saca y Shafi k Handal, creían que habían llegado al tope, “creíamos 
que iba a disminuir, en aquel momento nos pareció una campaña 
bárbara. Pero fue todo lo contrario”. Comenta que “en un momento 
Mauricio Funes llegó a considerar que el trabajo más duro no lo iba 
a enfrentar con ARENA, el partido contrincante, sino con los medios 
de comunicación”. 

Según el director del citado diario, las explicaciones del apoyo que 
la mayoría de los medios han brindado al partido de la derecha son 
claras: los cuatro gobiernos de ARENA han gobernado para grupos 
de poder empresariales, y todas las leyes se han hecho para favorecer 
a estos grupos; “los propios abogados del Grupo Poma, redactaban 
leyes (por ejemplo de turismo) que le daban después a Saca para que 
las pasara a la Asamblea”. Según dijo, esto hay que verlo también en 
términos clasistas, los medios representan esos intereses de clase, “son 
esos grandes empresarios los que los mantienen con la publicidad”. 

En este escenario el Colatino asume que ha apoyado el programa y 
la candidatura de Funes. En palabras de su director “creíamos que la 
democracia de este país no podía desarrollarse y crecer si la izquierda 
no llegaba al poder, y al FMLN esto se le había venido negando con 
campañas sucias y fraudes, porque, aunque a la gente no le guste hablar 
de fraude, con el tiempo se demostrará que se ha utilizado”. Valencia 
asume también que dieron más espacio y cobertura a Funes, ya que “el 
resto de medios son de derecha y para la derecha, había un gran desba-
lance”. Pero que nunca dejaron de sacar las actividades del candidato 
Rodrigo Ávila y “en la parte informativa fuimos bastante respetuosos, 
nunca intentamos denigrar al candidato de ARENA”, afi rma.

La pregunta entonces es ¿recibe el Colatino algún apoyo del FMLN? 
La respuesta de su director parece directa: “No recibimos ningún apoyo 
del FMLN más allá de la relación comercial”. Y matiza: “aunque nos 
identifi camos como un periódico de izquierda no creemos que debamos 
ser un periódico partidario”. Una de sus fuentes de fi nanciación son 
anuncios de municipalidades o alcaldías del FMLN. Valencia, que 
siempre habla en plural, como si fuera la voz de la Cooperativa de 
Empleados del Diario Latino, asegura que son independientes, y que 
cuando ha hecho falta criticar al Frente lo han criticado. “Podemos tener 
una alianza o una relación de amistad o de identifi cación programática 
con el FMLN, pero no somos el periódico del FMLN”. 

Se enorgullecen también de ser independientes de los grupos de po-
der, ya que no tienen anuncios de las grandes empresas privadas. “Creo 
que el empresario salvadoreño es el más ideológico de Centroamérica, 
y nos han castigado de esa forma quitándonos la publicidad, y como 
hemos sido críticos con los gobiernos de ARENA, pues igual el gobierno 
nos ha negado publicidad”. En estos 20 años el Diario Colatino ha 
sufrido un desplazamiento de facto por parte del gobierno central, 
que no ha publicado publicidad en sus páginas. “Con los gobiernos de 

 
 

ARENA nosotros hemos tenido problemas de fuentes, nos han negado 
sistemáticamente entrevistas con los funcionarios”. 

Para Valencia, el panorama de la prensa escrita se modifi cará en 
alguna medida según acceda el próximo gobierno al poder. Este pe-
riodista de profesión y de ofi cio realizó su tesis sobre el desempeño de 
La Prensa Gráfi ca (LPG) entre 1980 y 1992, y una de sus conclusiones 
fue que LPG se adapta según las realidades políticas. “Durante los tres 
primeros años de guerra su discurso fue el mismo que el de El Diario 
de Hoy: había que acabarse a la guerrilla; después, en 1984, cuando 
el gobierno de Napoleón Duarte habló por primera vez de diálogo, fue 
matizando su postura y empezó a manejar el discurso de la negociación; 
fi nalmente en la ofensiva de 1989, cuando todo el mundo empezó a 
hablar de que el ejército no podía vencer a la guerrilla, entonces LPG 
habló de la necesidad de diálogo y negociación”. 

Valencia asegura que “ahora que ya se sabe quién va a gobernar, 
LPG intentará acercarse, siempre se le ha califi cado como un periódico 
gobiernista; en efecto trabajó perfectamente bien con los gobiernos del 
PCN; se adaptó a la Junta Revolucionaria de Gobierno con la Demo-
cracia Cristiana y luego se adaptó con los gobiernos de ARENA; creo 
que se adaptará con un gobierno de izquierda”.

En cuanto a El Diario de Hoy (EDH), que ha pertenecido desde su 
fundación en 1936 a la familia Altamirano, Valencia cree que va a 
mantener su línea de ultraderecha, y se va a adaptar a las estrategias 
que proponga la derecha en contra del FMLN. Aunque ahora es una 
segunda generación la que controla El Diario de Hoy, lo cual se pudo 
ver en el editorial del día siguiente de las elecciones presidenciales, la 
del lunes 16, “que fue calzada por Altamirano hijo, y no el padre, que 
había mantenido unos editoriales propias de la época cavernaria”, 
comenta Valencia. “Hubo un poco de quiebre”, detalla.

En cuanto al propio Diario Colatino, Valencia asegura que se-
guirán con sus fuentes primarias: movimientos sociales, populares, 
institutos como ONG y sindicatos. “Y además habrá otras dos líneas 
paralelas, una, acompañar a este gobierno en las políticas y programas 
que favorezcan a los ciudadanos, y otra criticarlo, pero de forma seria 
y profesional”. Aunque Valencia es consciente de que algo van a ganar 
con el nuevo gobierno, ya que han estado “castigados con la publicidad”, 
también tiene claro que un gobierno de izquierda tiene que disminuir la 
publicidad. “Lo que ha pasado es que Saca ha querido gobernar a puro 
eslogan, a pura televisión, y un gobierno no se hace a puro anuncio”.   

Valencia ve en los medios digitales un punto fuerte para los nuevos 
medios de  comunicación en el país. “Nosotros mismos vamos a po-
tenciar nuestra web, y creo que la nueva situación política, económica 
y social va a dar pie a que se desarrollen nuevos medios por la vía de 
Internet”. Valencia habla de El Faro como el medio digital más perio-
dístico que tiene El Salvador, o de Contrapunto como “más articulista, 
estilo blog, donde lo importante es el comentario”. 

Y asegura que la gente tiene deseos de participar en estos procesos 
y una forma será buscando estos medios, “y si no los encuentran, 
los crearán”.

“No recibimos ninguna ayuda del FMLN”
Valencia, dirige el Diario Colatino, único medio escrito diario, de línea de izquierda que 
existe en El Salvador. Dedicado a actividades de propaganda del FMLN durante la guerra 
y director del Colatino desde 1989, de# ende la independencia de su medio y asegura que 
ante el nuevo gobierno serán críticos pero profesionales. En esta entrevista concedida a 
Inforpress, Valencia habla del panorama de los medios de comunicación, principalmente 
los escritos, después de las tensiones vividas en el periodo electoral. 
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Nuevo proyecto 
hidroeléctrico

Reducción de importaciones

La empresa brasileña Andrade-
Gutiérrez, constructora a nivel 

mundial de plantas de generación 
hidroeléctrica, firmó el pasado mes la 
formalización de los estudios para la 
ejecución de un proyecto hidroeléctri-
co en el sur del país. El Ministerio de 
Energía y Minas denominó al proyecto 
“Brito” que prevé esté terminado en 
2013 y que provea a la red eléctrica 
nacional entre 180 y 250 megavatios 
de energía limpia y renovable. El pro-
yecto incluye la represa de “San Isi-
dro”, ubicada en río San Juan, y la re-
presa “Miramar”, sobre el río Brito. El 
costo de la inversión será de US $600 
millones. El proyecto “Brito” se suma 
al proyecto “Tumarín” que ejecuta la 
también empresa brasileña Peiroz-
Galvao, en la cuenca del río Tuma al 
norte del país, proyectada para 2012 
con 160 megavatios de generación 
eléctrica. El proyecto “Tumarín” 
cuenta con la participación privada y 
pública tanto de Nicaragua como de 
Brasil, así como con financiamiento 
del Banco de Desenvolvimiento Eco-
nómico y Social de Brasil y el Banco 
Centroamericano de Integración 
Económica. Los proyectos hidroeléc-
tricos buscan avanzar en el cambio de 
la matriz energética para acabar con 
el predominio de la generación a base 
de bunker o fuel oil. Asimismo, fue 
inaugurada el mes pasado la planta 
eléctrica “Ernesto Ché Guevara” N. 
2, con la que se pretende solventar el 
déficit energético que sufre el país. La 
planta, ubicada en el departamento de 
Masaya, generará 40 megavatios, y se 
ha construido con la ayuda de Cuba y 
Venezuela.

El precio de la carne exportada a los Estados 
Unidos ha caído un 40%, según reportó el 

ministro de Agricultura y Ganadería, Héctor 
Hernández esta semana pasada. Agregó que esto 
signifi ca que el negocio ya no es rentable para las 
dos empresas certifi cadas que exportan carne 
hacia los EEUU. El día después, se anunció que 
las exportaciones de camarones habían bajado 
un 20% con respecto al año anterior. Mientras 
tanto, el Instituto Hondureño del Café (Ihcafé) 
dio a conocer que las exportaciones de la actual 
cosecha de café, desde octubre a marzo, han caí-
do el 11.2% relativo al ciclo del año anterior. Sin 
embargo Hernández declaró que se espera que 
las exportaciones de dos productos importantes 
– tilapia y la fruta – crezcan este año.

NICARAGUA HONDURAS

Baja actividad del Canal
La exportación de bienes y servicios, 

que realiza el mayor aporte al Pro-
ducto Interior Bruto, un 75% del total, 
se verá afectada por la crisis fi nanciera 
internacional ya que se prevé que su 
ritmo de crecimiento disminuya de 13%, 
promedio de los últimos años, a 0.2% en 
el próximo año. La baja en este sector 
infl uirá en el crecimiento del país que 
podría pasar de 9.5% registrada en 2008 
a un 3%. En febrero de este año ya se re-
gistró una contracción en la Zona Libre 
de Colón (ZLC) de 11.6%, con una dismi-
nución de US $150 millones respecto al 
mismo periodo del año anterior, según la 
dirección de Planifi cación y Finanzas de 
la ZLC. Mientras, la Autoridad del Canal 
de Panamá revisó su proyección de 303 
millones de toneladas de carga para este 
periodo fi scal, e indicó que tendrá una 
baja de 5%, para quedar en unas 290 
millones de toneladas.

PANAMÁ

SECCIÓN FINANCIERA EMPRESARIAL

País Moneda Tasa 
Actual

Hace 
6 meses

GUA Quetzal 8.09 7.53

NIC Córdoba 20.09 19.61
CR Colón 573.50 551.30
ES Dólar 1.00 1.00

CAN Dólar 1.26 1.08
UK Libra 0.69 0.57
BEL Dólar 1.96 1.95
UE

MEX

Euro

Peso

0.75

13.84

0.72

11.12

HON Lempira 18.89 18.89

TASA DE CAMBIO PARA US DÓLAR

El Salvador y Panamá circulan dólares estadounidenses.

Al 19/03 Café Petróleo Azúcar
MAY ´09 116.80 51.90 13.06

DIC ´09 134.05 60.97 -------

JUL ´09 118.75 55.55 13.63

PRODUCTOS DE EXPORTACIÓN  (EN  US$)

Nicaragua anunció este mes que se 
retirarían de la mesa de negocia-

ciones para el Acuerdo de Asociación 
entre Centro América y la Unión 
Europea, si ambos lados creaban un 
fondo de inversión de 60 mil millo-
nes de euros, con una contribución 
europea del 90% y una centroameri-
cana del 10%. Europa alegó que esta 
cantidad era “irreal”, mientras Costa 
Rica manifestó que era imposible 
en medio de la crisis que los países 
del istmo contribuyan con los 1.200 
millones de euros que supondría el 
10% (US $1.560 millones). Europa y 
Guatemala criticaron la decisión de 
Daniel Ortega, pero el Consejo Supe-
rior de la Empresa Privada (COSEP) 
de Nicaragua, en general una voz 
critica del gobierno, apoyó al gobier-
no. “La falta de flexibilidad mostrada 
por la UE en temas claves solamente 
pueden producir atascos innecesarios 
en la negociación,” declaró el COSEP 
en un comunicado. Nicaragua pidió 
una moratoria de seis meses, pero 
el resto de negociadores quieren 
realizar una reunión este mes para 
superar el escollo. El suceso ocurrió 
un día después del anunció por parte 
de la Comisión Europea de un plan 
de ayuda agrícola para Nicaragua, 
Guatemala y Bolivia equivalentes a 
31.7 millones de euros. 15 millones 
irían a Guatemala, 7.15 a Nicara-
gua y 9.55 millones para Bolivia; el 
dinero se canalizará por organismos 
de la Naciones Unidas como la FAO 
o el PMA. Entre sus objetivos está 
mejorar el acceso a productos como 
fertilizantes y semillas, así como el 
acceso a microcréditos.

Acuerdo de Asociación 
con la UE se tambalea 
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DE NUESTRAS PUBLICACIONES

El istmo centroamericano está experi-
mentando importantes cambios en 

distintos aspectos. Desde hace 36 años, 
hemos analizado esos cambios, conozca 

cada semana qué ocurre en la región
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